Boletín Nº 2350-07-1.

Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia sobre el proyecto de reforma constitucional que regula los plebiscitos nacionales.

___________________________________________________

Honorable Cámara:

	Vuestra Comisión de Constitución, Legislación y Justicia pasa a informaros sobre el proyecto de reforma constitucional individualizado en el epígrafe, iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República, para cuyo despacho se ha hecho presente la urgencia en carácter de “discusión inmediata” con fecha 9 de noviembre de 1999. �

--------

	Durante el estudio de esta iniciativa, vuestra Comisión contó con la asistencia y colaboración del señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don Carlos Mladinic Alonso. 

I. Fundamentos del proyecto.

	El mensaje, luego de una serie de disquisiciones acerca del ejercicio de la soberanía, del principio participativo en la actual Constitución y del plebiscito en la Constitución de 1925, destaca que el ejercicio de la soberanía se realiza por el pueblo, directamente a través del plebiscito en los casos expresamente previstos en la Constitución y de elecciones periódicas (democracia directa), y, también por las autoridades que la Carta Fundamental establece (democracia representativa).

	Luego, la votación popular se define como un mecanismo de ejercicio directo de la soberanía por el pueblo, de carácter excepcional, pues sólo existe cuando se eligen autoridades o se vota en un plebiscito.

	Ahora bien, establecido que el pueblo es quien ejerce el poder soberano, que éste reside en la Nación y que todo acto del pueblo, directa o indirectamente, revela o tiene por objeto el ejercicio de la soberanía, debe concluirse que las autoridades no hacen otra cosa que "actuar por" el pueblo en este ejercicio.

	Todas las atribuciones o funciones que les son asignadas, exclusivas y excluyentes, tienen por objeto el ejercicio de la soberanía que le corresponde al pueblo, porque éste no puede actuar por si mismo en esas funciones.

	Lo que ha querido el constituyente de 1980, entonces, es que el poder que corresponde primariamente al pueblo (la soberanía) le sea entregado a las autoridades que la Constitución establece para su ejercicio, con las limitaciones que la misma Carta Fundamental consigna.

	Si las autoridades que la Constitución establece sólo "actúan por" el pueblo ante la imposibilidad física e intelectual de que éste opere por sí mismo en el ejercicio de la soberanía, quiere decir que deben existir mecanismos para que pueda producirse esta "delegación" de poderes desde el pueblo, legitimando la intervención de la ciudadanía a través del plebiscito como medio idóneo para resolver las controversias que se susciten entre los poderes públicos. 

	Ello implica que sea el genuino cuerpo electoral el que dirima el conflicto, sobre todo cuando el Parlamento se niega a legislar, ejerciendo de ese modo, el principio participativo que le garantiza la Constitución.

	Con este proyecto, en suma, el Gobierno considera que cumple el mandato del artículo 1º de la Constitución, en orden a asegurar el derecho de las personas a participar en la vida nacional.

II. Ideas matrices o fundamentales y contenido del proyecto.

	Las ideas matrices o fundamentales del proyecto, representadas en este caso por las materias que aborda, son fundamentalmente dos:

	a) Hacer aplicables al procedimiento de reforma de la Constitución, las normas que regulan el procedimiento de formación de la ley, en lo que corresponda, y 

	b) Ampliar los casos en que puede convocarse a plebiscitos nacionales.

--------

	Para materializar esas ideas, se propone un proyecto de reforma constitucional, estructurado en un artículo único, dividido en seis numerales,  cor el fin de introducir las siguientes modificaciones puntuales en la Constitución:

	1) Definir el plebiscito, como una manifestación expresa y directa de la voluntad ciudadana. Válidamente convocado, sobre materias de su competencia y efectuado en la forma prescrita por la Constitución y la ley, vincula a todos los órganos del Estado. Se agrega un inciso final en el artículo 15.

	2) Adecuar la facultad presidencial de convocar a plebiscito en los casos previstos en el artículo 117, haciéndose una remisión genérica a los “casos previstos en esta Constitución”. Se sustituye el artículo 32, Nº 4º.

	3) Permitir que el Presidente pueda llamar a plebiscito respecto de una reforma constitucional de su iniciativa, cuando, rechazado por la Cámara de origen, lo fuera también por la Cámara revisora, por no obtener el quórum constitucional requerido, siempre que el proyecto hubiere sido votado en esta última con el voto favorable de la mayoría de sus miembros en ejercicio. Se adiciona, con tal efecto, el artículo 65.

	En la actualidad, la norma vigente, contenida en el artículo 117 de la Carta Fundamental, restringe el plebiscito al conflicto que se genera en la etapa terminal de discusión de una reforma constitucional, una vez que el proyecto aprobado por el Congreso Nacional es observado, total o parcialmente, por el Presidente de la República y aquél insiste en su proposición.

	En este nuevo caso, en cambio, el plebiscito es posible cuando el conflicto se produce durante el proceso de generación de la reforma, que es rechazada en su idea de legislar tanto por la Cámara de origen como por la Cámara revisora, contando en ésta última, en todo caso, con una mayoría calificada de la mayoría de sus miembros en ejercicio.

	Según se expresa en el mensaje, con este nuevo caso, se retoma la tradición histórica de nuestro país, pues la Constitución de 1925, en su artículo 109, permitía que el Presidente de la República convocara a plebiscito cuando un proyecto de reforma constitucional de su iniciativa fuera rechazado totalmente por el Congreso, en cualquier etapa de su tramitación.

	4) Hacer extensivo a los proyectos de reforma constitucional, en lo que corresponda, el procedimiento de formación de la ley. Se reemplaza el inciso final del artículo 116. 

	En la actualidad, al contrario de lo que sucedía en la Constitución de 1925, las reformas constitucionales no se rigen íntegramente por el procedimiento de tramitación de una ley común. Ello hace, por ejemplo, que mecanismos como las comisiones mixtas, no les sean aplicables. 

	Con la reforma que se propone, dicho procedimiento le será plenamente aplicable, tanto el caso regulado en el artículo 67, como el del artículo 68.

	5) Cambiar de ubicación el artículo 119, que pasaría a ser artículo 118, anteponiendo a su oración inicial la siguiente expresión “Artículo 118.- En los casos regulados en el artículo anterior, colocando con minúsculas el vocablo “La”.

	6) Limitar, a dos veces durante el mandato presidencial y, a lo sumo, a dos capítulos de la Constitución, la convocatoria a plebiscito prevista en el artículo 65, fijando el procedimiento para llevarla a efecto. Se introduce, al efecto, un artículo 119 nuevo.

	La convocatoria debe efectuarse dentro de los treinta días siguientes a aquél en que el Congreso comunique el rechazo del proyecto de reforma por la Cámara revisora. Si no lo hiciere, se entenderá rechazado en general y no podrá renovarse sino después de un año.

	La convocatoria se ordena por decreto supremo, en el que se fija la fecha del plebiscito, no antes de treinta ni después de sesenta días desde su publicación.

	El decreto debe contener los objetivos y fundamentos, así como el texto íntegro del proyecto rechazado por el Congreso.

	El Tribunal Calificador de Elecciones comunica al Presidente de la República y al Congreso el resultado del plebiscito. De ser aprobatorio, especifica el texto aprobado, para su promulgación como ley de la República dentro de los cinco días siguientes a dicha comunicación.

	El texto así aprobado, una vez promulgado y desde la fecha de su vigencia, forma parte de la Constitución y se tendrá por incorporado a ésta.

III. Antecedentes relacionados con el proyecto.

	Para una más adecuada comprensión de la iniciativa en informe, cabe tener en consideración los siguientes antecedentes relacionados con la materia a que se refiere el proyecto.

	— La Constitución Política de la República.

	Su artículo 5º, en lo que interesa destacar, dispone que la soberanía reside esencialmente en la Nación. Su ejercicio se realiza por el pueblo a través del plebiscito y de elecciones periódicas y, también, por las autoridades que esta Constitución establece. Ningún sector del pueblo ni individuo alguno puede atribuirse su ejercicio.

	Su artículo 15 establece que en las votaciones populares, el sufragio será personal, igualitario y secreto. Para los ciudadanos será, además, obligatorio.

	Sólo podrá convocarse a votación popular para las elecciones y plebiscitos expresamente previstos en esta Constitución.

	Su artículo 32 contempla, entre las atribuciones especiales del Presidente de la República: “4º Convocar a plebiscito en los casos del artículo 117”.

Su artículo 65 dispone que “El proyecto que fuere desechado en general en la Cámara de su origen no podrá renovarse sino después de un año. Sin embargo, el Presidente de la República, en caso de un proyecto de su iniciativa, podrá solicitar que el mensaje pase a la otra Cámara y, si ésta lo aprueba en general por los dos tercios de sus miembros presentes, volverá a la de su origen y sólo se considerará desechado si esta Cámara lo rechaza con el voto de los dos tercios de sus miembros presentes.

	Su artículo 116, que se refiere a la iniciativa para presentar proyectos de reforma constitucional y sus quórum de votación, previene en el inciso final que “será aplicable a los proyectos de reforma constitucional el sistema de urgencias”.

	Su artículo 117, que no es objeto de modificaciones, dispone que “Las dos Cámaras, reunidas en Congreso Pleno y en sesión pública, con asistencia de la mayoría del total de sus miembros, sesenta días después de aprobado un proyecto en la forma señalada en el artículo anterior, tomarán conocimiento de él y procederán a votarlo sin debate.

	Si en el día señalado no se reuniere la mayoría del total de los miembros del Congreso, la sesión se verificará al día siguiente con los diputados y senadores que asistan.

	El proyecto que apruebe la mayoría del Congreso Pleno pasará al Presidente de la República. Si el Presidente de la República rechazare totalmente un proyecto de reforma aprobado por el Congreso y éste insistiere en su totalidad por las dos terceras partes de los miembros en ejercicio de cada Cámara, el Presidente deberá promulgar dicho proyecto, a menos que consulte a la ciudadanía mediante plebiscito.

	Si el Presidente observare parcialmente un proyecto de reforma aprobado por el Congreso, las observaciones se entenderán aprobadas con el voto conforme de las tres quintas o dos terceras partes de los miembros en ejercicio de cada Cámara, según corresponda de acuerdo con el artículo anterior y se devolverá al Presidente para su promulgación.

	En caso de que las Cámaras no aprueben todas o algunas de las observaciones del Presidente, no habrá reforma constitucional sobre los puntos en discrepancia, a menos que ambas Cámaras insistieren por los dos tercios de sus miembros en ejercicio en la parte del proyecto aprobado por ellas. En este último caso, se devolverá al Presidente la parte del proyecto que haya sido objeto de insistencia para su promulgación, salvo que éste consulte a la ciudadanía para que se pronuncie mediante un plebiscito, respecto de las cuestiones en desacuerdo.

	La ley orgánica constitucional relativa al Congreso regulará en lo demás lo concerniente a los vetos de los proyectos de reforma y a su tramitación en el Congreso.”

Su artículo 119, que pasaría a ser 118, establece que la convocatoria a plebiscito deberá efectuarse dentro de los treinta días siguientes a aquel en que ambas Cámaras insistan en el proyecto aprobado por ellas, y se ordenará mediante decreto supremo que fijará la fecha de la votación plebiscitaria, la que no podrá tener lugar antes de treinta días ni después de sesenta, contado desde la publicación de dicho decreto. Transcurrido este plazo sin que el Presidente convoque a plebiscito, se promulgará el proyecto que hubiere aprobado el Congreso.

	El decreto de convocatoria contendrá, según corresponda, el proyecto aprobado por el Congreso Pleno y vetado totalmente por el Presidente de la República, o las cuestiones del proyecto en las cuales el Congreso haya insistido. En este último caso, cada una de las cuestiones en desacuerdo deberá ser votada separadamente en el plebiscito.

	El Tribunal Calificador comunicará al Presidente de la República el resultado del plebiscito, y especificará el texto del proyecto aprobado por la ciudadanía, el que deberá ser promulgado como reforma constitucional dentro de los cinco días siguientes a dicha comunicación.

	Una vez promulgado el proyecto y desde la fecha de su vigencia, sus disposiciones formarán parte de la Constitución y se tendrán por incorporadas a ésta.

	— Características del plebiscito. 

	En la Constitución de 1980, el plebiscito nacional aparece caracterizado en los siguientes términos:

	— Procede sólo en los casos en que la Constitución expresamente lo ha previsto (artículo 15, inciso segundo);

	— Sólo procede en materias de reforma constitucional. 

	— La convocatoria sólo corresponde al Presidente de la República.

	— Es un plebiscito de carácter normativo, pues se refiere a cuestiones relativas a una norma jurídica en particular: la reforma constitucional.

	— Es de carácter facultativo, es decir es el Presidente en conflicto con las Cámaras del Congreso, quien decide privativamente si la materia en cuestión irá a consulta de la ciudadanía.

	— Es vinculante. Ello significa que el texto aprobado por la ciudadanía mediante plebiscito, es el que necesariamente debe promulgarse como reforma constitucional.

	— Es un procedimiento arbitral, pues permite dar solución a un conflicto entre poderes públicos colegisladores: el Presidente de la República y el Congreso Nacional.

	— Es un procedimiento de opción, pues la ciudadanía está llamada a expresar su preferencia entre varias alternativas sometidas a su voto.

IV. Discusión y aprobación, en general y en particular del proyecto.

	En atención a que el proyecto fue tramitado con urgencia, primero suma y luego de discusión inmediata, su discusión se hizo en general y particular a la vez.

	En relación con el proyecto inserto en el mensaje, que no fue en definitiva el aprobado, se produjo un amplio debate en el seno de la Comisión. 

Los que expresaron ser contrarios al mismo, destacaron que había dos puntos diferenciables. 

El primero es el técnico, que consiste en analizar el proyecto con detención, conociendo su sentido y alcance y su oportunidad, siguiendo el trámite normal, sin dar pasos apresurados. Es una cuestión de previsión técnica legislativa. 

El otro punto es netamente político y en esa perspectiva, lo grave es que la ciudadanía lo entenderá como una maniobra electoral del Gobierno ante un proyecto que tiene relación con la posición personal de uno de los candidatos a Presidente de la República. Hay que tener presente que el tema del plebiscito constituye el postulado de uno de los candidatos. 

La situación es impresentable ante la opinión pública y resta a los parlamentarios, en general, la libertad suficiente para decidir sobre esta materia.

	Desde esta misma perspectiva, se expresó que el proyecto de reforma constitucional no había adquirido importancia sino hasta después del debate presidencial, como parte de una estrategia política.

	El plebiscito es un tema técnico-constitucional, político, relevante, complicado y controvertido, opinable y discutible. 

	El plebiscito, tal como está tratado en este proyecto, es malo y le hace mal a la institucionalidad. Le otorga excesivos poderes al Presidente de la República, quien legislará en materias constitucionales sin el Congreso.

	Agregaron no tener temor por la institución del plebiscito, pero sí de aumentar las facultades del Presidente de la República, que ya son demasiadas, y restárselas al Congreso, motivo por el cual fueron partidarios de analizar otras posibilidades. 

El plebiscito propuesto les parece antidemocrático y totalitario, por concentrar el poder presidencial y privar al Congreso de la facultad de legislar en materia constitucional.

Es antidemocrático porque vulnera el equilibrio y la separación de los poderes del Estado, concentrando en el Presidente de la República la facultad de reformar la Constitución, afectando con ello el sistema bicameral que tradicionalmente ha existido en la institucionalidad chilena.

Es totalitario porque con mayorías circunstanciales y sin la información adecuada se pueden aprobar grandes cambios institucionales que el Senado y la Cámara de Diputados han rechazado.

En el fondo, lo que se persigue con este proyecto es salvar ciertas reformas constitucionales que el Congreso no ha aprobado. Lo lógico, entonces, es ir derechamente al análisis de ellas, máxime ahora en que en los partidos políticos y en el país hay una masa crítica suficiente como para avanzar en estas reformas.

	La Constitución de 1980, en lugar de ser el marco en el que se desarrolle el juego democrático, ha terminado por ser el objeto de la confrontación democrática. 

La confrontación que debiera darse entre los poderes constitucionales y los partidos políticos se traslada a la ciudadanía, lo que acarreará una inestabilidad política inconveniente para el país.

Los partidarios del proyecto expusieron que el tema de las reformas constitucionales ha sido ampliamente discutido. Ha habido tres intentos de reforma constitucional, que han sido rechazados en el Senado.

Al estar bloqueada la reforma política, no hay otra salida que facultar al Presidente de la República para llamar a plebiscito, que puede ser una herramienta eficaz para perfeccionar la democracia. 

El tema es netamente político; no es de teoría democrática ni de teoría constitucional. Chile está ante una transición bloqueada, que resta legitimidad a la Constitución y al sistema político. Existe un sector político que no asigna importancia a esta materia, por considerar que no le interesa a la gente.

Recordaron que n el año 1997, los Diputados de la Concertación y los de Renovación Nacional, conformando el 83% de la Cámara, aprobaron una contundente reforma constitucional que, de haber sido aprobada por el Senado, habría hecho innecesaria esta iniciativa.

Por ello, ahora, aprovechando un período electoral y por razones políticas, se quiere que se asuman las responsabilidades sobre el empantanamiento y bloqueo de una transición que perjudica a todos. Hay reformas constitucionales que es necesario hacer y que ha sido imposible aprobarlas, debido a la institución de los Senadores designados. 

Entonces, es legítimo que, de una vez por todas, se zanje democráticamente la cuestión. También es legítimo que el Gobierno cuente con la herramienta jurídica idónea, el plebiscito, para que sea la ciudadanía la que se pronuncie sobre materias en las que el Congreso Nacional no ha podido ponerse de acuerdo. 

Por lo demás, se trata de una materia que ha estado incorporada en el debate político desde los inicios del período democrático, el año 1990. No es admisible sostener que el proyecto se pone en trámite en función de razones electorales. 

El tema del plebiscito no corresponde a un candidato, sino que ha sido el planteamiento constante del Gobierno desde hace bastante tiempo. El proyecto fue enviado al Congreso el 10 junio del año en curso, como consecuencia de lo señalado al país por el Primer Mandatario en el mensaje del 21 de mayo.

	En razón de lo amarres constitucionales, no se ha podido avanzar ni profundizar en otras materias urgentes para la ciudadanía, como lo son las laborales y previsionales, educacionales y de salud, las que se verán solucionadas con la aprobación del presente proyecto de reforma constitucional.

De acuerdo con el cronograma que han tenido las reformas constitucionales, este proyecto será texto vigente en ciento veinte días más, lo que significa que ya se habrá verificado la elección presidencial. 

	En una posición intermedia, se hizo presente que si varios intentos de reforma constitucional no han prosperado, por no existir un Parlamento con plena integración democrática, una fórmula sería que este conjunto de reformas fuera producto de un acuerdo político, a través de un pacto constitucional y fijar este plebiscito por una vez para esos efectos.

--------

	Después de ese intercambio de ideas, se procedió a aprobar la idea de legislar por unanimidad, acordándose dejar constancia en actas y en el informe, del nombre de los Diputados que concurrieron al acuerdo: Sergio Elgueta Barrientos, Juan Bustos Ramírez, Aldo Cornejo González, Enrique Krauss Rusque, Zarko Luksic Sandoval, Laura Soto González e Ignacio Walker Prieto.

--------

	En la sesión siguiente se presentó una indicación sustitutiva del proyecto, que fue en definitiva aprobada y que es la que se consigna al final de este informe, que consta de un artículo único, por el cual se introducen dos modificaciones en la Constitución Política de la República.

	La primera, destinada a reemplazar el inciso final del artículo 116, con el fin de hacer aplicable a los proyectos de reforma constitucional, en lo que corresponda, el procedimiento de formación de la ley, tal como se proponía en el proyecto original.

	Se aprobó por siete votos a favor, uno en contra y tres abstenciones.

	La segunda, para agregar una disposición cuadragésima transitoria, por la cual se faculta al Presidente de la República para que, por una sola vez, en un plazo de 60 días, contados desde la publicación de esta ley de reforma constitucional, consulte a la ciudadanía mediante un plebiscito, siempre que se cumplan los siguientes requisitos:

	a) Que se trate de un plebiscito relativo a materias de reforma constitucional.

Se mantiene, como puede observarse, la idea de que el plebiscito es exclusivamente para incorporar, modificar o derogar disposiciones constitucionales. 

	b) Que cuente con el apoyo de los dos tercios de los Diputados o Senadores en ejercicio. El acuerdo respectivo deberá señalar expresamente las materias objeto de plebiscito.

	En seguida, se señala un quórum bastante alto, los dos tercios de la Cámara o del Senado, según sea la Corporación en donde el Presidente de la República presente su solicitud, que presten su apoyo para hacer la convocatoria al plebiscito.

	A continuación, se indica el procedimiento a seguir para llevar a cabo la consulta y sus efectos.

	La convocatoria a plebiscito deberá efectuarse dentro de los treinta días siguientes a aquél en que la Cámara de Diputados o el Senado manifiesten su conformidad.

	La convocatoria se ordenará mediante decreto supremo, el que fijará la fecha de la consulta plebiscitaria, la que no podrá tener lugar antes de treinta ni después de sesenta días contados desde la publicación de ese decreto.

	El decreto de convocatoria contendrá los objetivos y fundamentos,  así como el texto íntegro de las materias objeto del plebiscito.

	El Tribunal Calificador de Elecciones comunicará al Presidente de la República y al Congreso Nacional el resultado del plebiscito. En el caso de ser aprobado, especificará el texto del proyecto aprobado por la ciudadanía, el cual deberá ser promulgado como ley de la República dentro de los cinco días siguientes a dicha comunicación.

	Una vez promulgado el proyecto y desde la fecha de su vigencia, sus disposiciones formarán parte de la Constitución y se tendrán por incorporadas en ésta.

	Se reproduce, en esta parte, en términos generales, la disposición del artículo 119 propuesta en el Mensaje.

--------

	La indicación anterior fue estimada inadmisible por algunos señores Diputados, por apartarse de la ideas matrices del mensaje del Ejecutivo, que son dos. La primera, dar forma de tramitación de una ley a las reformas constitucionales y, la segunda,  regular lo que ocurre en caso de que el Parlamento rechace una reforma propuesta por el Ejecutivo.

Una cosa es entregar a todos los Presidentes de la República una facultad permanente para el sistema constitucional chileno y, otra, muy diferente, es crear una norma transitoria, por una vez, para resolver un tema político contingente o constitucional del país. 

	El Presidente de la Comisión la declaró admisible por considerar que estaba de acuerdo con las ideas matrices. 

El proyecto del Ejecutivo aborda toda la temática del plebiscito, incluso establece una noción de plebiscito, modificando el artículo 15 de la Constitución. Modifica, también, la formación de la ley y en cuanto a las reformas constitucionales establece un procedimiento para llamar a plebiscito en el caso de haya sido rechazado el proyecto por la cámara revisora. Por último, los artículos afectados, 118 y 119, justamente, se refieren a toda la materia que aborda el plebiscito, añadiendo un caso más en la Constitución.

	La indicación presentada se refiere al plebiscito. La alteración con respecto al proyecto del Ejecutivo consiste en que será por una oportunidad y su ubicación en las disposiciones transitorias.

--------

	Se valoró el quórum de los dos tercios de los Diputados o Senadores en ejercicio, como requisito habilitante para poder hacer la consulta plebiscitaria, pues asegura un alto grado de consenso entre el Presidente de la República y una de las Cámaras.

También se consideró como buena la idea de explorar un acuerdo sobre las reformas a la Constitución, que puede resultar en su momento, pero no a treinta días de una elección presidencial, ya que pasa a ser tema de ella.

	Se hizo presente que el propósito es poner en el debate político un tema político esencial, de qué manera se resuelven o se despejan las numerosas experiencias frustradas, se han citado tres, para saber cuando se podrá modificar la Constitución y adecuarla a un Estado de Derecho democrático.

	Por lo mismo, es normal  que haya que definirse. Es bueno abrir las posibilidades para que las diferencias políticas que se han tenido hasta la fecha se resuelvan a través de la base popular. 

Abocarse a esta materia no implica olvidarse de los demás temas, que no sólo son de seguridad ciudadana. Hay muchos otros que enfrentar, como salud, vivienda, transparencia de la información, etc. , y ambas cosas se pueden hacer perfectamente de cara al país, abiertamente. 

	Se destacó que, en los términos en que se ha planteado la indicación, se despejan inquietudes respetables de Diputados de la Concertación y de la Oposición. 

	Aquí se está aprobando un mecanismo para reformar los temas conflictivos en materia constitucional, no se están modificando éstos.

	En contrario, se expresó que, aprobando este proyecto de plebiscito no se está dando la cara ni definiendo posiciones respecto a los temas que realmente importan a la ciudadanía. Esta es una vía oblicua, transversal, indirecta,  para ir a un problema de fondo que consiste en perfeccionar la Constitución. 

Lo que hay que hacer es llegar a un acuerdo sobre el marco jurídico que regulará la convivencia de los chilenos y no pasar diez años más discutiendo el contenido de la Constitución. Ahora es la oportunidad de ir al tema de fondo y no poner en peligro el sistema democrático a través de un plebiscito que es inaceptable como está planteado, por ser muy dañino para la institucionalidad.

--------

	Cerrado el debate, se procedió a votar la indicación, la que fue aprobada por siete votos a favor y cuatro abstenciones.

	Las otras indicaciones presentadas, que incidían en el texto inserto en el Mensaje no fueron sometidas a votación, por ser contradictorias con las ideas aprobadas.

V. Constancias reglamentarias.

	Para los efectos previstos en el artículo 287 del Reglamento de la Corporación, se hace constar:

	1° Que el proyecto de reforma constitucional requiere, para su aprobación, de las dos terceras partes de los diputados y senadores en ejercicio, con arreglo a lo preceptuado en el artículo 116 de la Carta Fundamental.

	2° Que no hay artículos que deban ser conocidos por la Comisión de Hacienda.

	3° Que el texto del proyecto que figura al final de este informe fue aprobado por mayoría de votos.

	4° Que no hay indicaciones rechazadas.

VI. Texto del proyecto aprobado.

	En mérito de las consideraciones anteriores y por las que os pueda dar a conocer en su oportunidad el señor Diputado Informante, vuestra Comisión tiene a bien proponeros que prestéis aprobación al siguiente

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:

	"Artículo Único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Constitución Política de la República:

	a) Reemplázase el inciso final del artículo 116, por el siguiente:

	"Será aplicable a los proyectos de reforma constitucional, en lo que corresponda, el procedimiento de formación de la ley.".

	b) Agrégase la siguiente disposición cuadragésima transitoria:

	“Cuadragésima.- Facúltase al Presidente de la República para que, por una sola vez, en un plazo de 60 días, contados desde la publicación de esta ley de reforma constitucional, consulte a la ciudadanía mediante un plebiscito, siempre que se cumplan los siguientes requisitos:

	a) Que se trate de un plebiscito relativo a materias de reforma constitucional, y

	b) Que cuente con el apoyo de los dos tercios de los Diputados o Senadores en ejercicio. El acuerdo respectivo deberá señalar expresamente las materias objeto de plebiscito.

	La convocatoria a plebiscito deberá efectuarse dentro de los treinta días siguientes a aquel en que la Cámara de Diputados o el Senado manifiesten su conformidad.

	La convocatoria se ordenará mediante decreto supremo, el que fijará la fecha de la consulta plebiscitaria, la que no podrá tener lugar antes de treinta ni después de sesenta días contados desde la publicación de ese decreto.

	El decreto de convocatoria contendrá los objetivos y fundamentos,  así como el texto íntegro de las materias objeto del plebiscito.

	El Tribunal Calificador de Elecciones comunicará al Presidente de la República y al Congreso Nacional el resultado del plebiscito. En el caso de ser aprobado, especificará el texto del proyecto aprobado por la ciudadanía, el cual deberá ser promulgado como ley de la República dentro de los cinco días siguientes a dicha comunicación.

	Una vez promulgado el proyecto y desde la fecha de su vigencia, sus disposiciones formarán parte de la Constitución y se tendrán por incorporadas en ésta.”

VII. Diputado Informante.

	Se designó Diputada Informante a la señora Laura Soto González.

	Sala de la Comisión, a 9 de noviembre de 1999.









	Tratado y aprobado el proyecto, conforme se consigna en las actas de las sesiones de 3 y 9 de noviembre de 1999, con asistencia de los Diputados y Diputadas Sergio Elgueta Barrientos (Presidente), Mario Bertolino Rendic, Francisco Bartolucci Johnston, Juan Bustos Ramírez, Juan Antonio Coloma Correa, Aldo Cornejo González, Pía Guzmán Mena, Enrique Krauss Rusque, Zarko Luksic Sandoval, Aníbal Pérez Lobos, Baldo Prokurica Prokurica, Edmundo Salas de la Fuente, Laura Soto González e Ignacio Walker Prieto. 







Adrián Álvarez Álvarez,

Abogado Secretario de la Comisión.



� El mensaje, con el Nº 028-340, de 14 de abril de 1997, ingresó a trámite legislativo el 16 de abril de 1997. Esta suscrito por el S.E. el Presidente de la República, don Eduardo Frei Ruiz-Tagle y por el Ministro Secretario General de la Presidencia, don John Biehl del Río.
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